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1 INTRODUCCIÓN

La presencia de la mediación en el ordenamiento jurídico español, ha adquirido especial
relevancia en los últimos años debido, especialmente, a su celeridad a la hora de resolver
conflictos, en comparación con la situación que podemos encontrar en los procesos
judiciales. No podemos negar la utilidad que estos procedimientos de mediación presentan
sobre las controversias civiles y mercantiles, en las cuales se han venido presentando
como una forma de atenuar conflictos que, en ocasiones, se vienen mostrando
especialmente complejos por los temas sobre los cuales se discute, y sobre cuestiones
diversas (como son, entre otros, los asuntos relacionados con las comunidades de
propietarios en régimen de propiedad horizontal, o los incumplimientos contractuales)1.

Posiblemente, este afán por simplificar y agilizar los procedimientos haya servido de
fundamento al legislador a la hora de prever un procedimiento de mediación específico para
el ámbito concursal. Sin embargo, no podemos negar las diferencias que presentan el proceso
de mediación concursal de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (presente también en la
Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización),
respecto al procedimiento descrito en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos
civiles y mercantiles. A continuación, analizaremos los principales puntos de interés que
presentan ambas formas de mediación y su rol en el ordenamiento jurídico español.

2 FUNDAMENTO Y NATURALEZA  JURÍDICA  DE LA MEDIACIÓN

El panorama que nos muestra el sistema judicial español, a pesar de las constantes reformas
a las que se ha visto sometido recientemente, continúa reflejando una situación deficitaria

1 Véanse, entre otros, Barona Villar, 2012; Larena Beldarrain, 2014; Pérez Guerra, 2014.
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en lo que respecta a la celeridad y simplificación de los procedimientos. De igual modo,
conviene recordar que cada conflicto presenta una naturaleza particular, que puede hacer
más o menos compleja la tarea de resolver determinados asuntos. Este es el caso, entre
otros, de los procesos de familia en los cuales se han de resolver cuestiones tan sensibles
como la atribución de la patria potestad o el régimen de custodia de los hijos, así como el
derecho de visita del progenitor no custodio; así como cualquier otro conflicto propio del
ámbito mercantil (como por ejemplo, aquellos que se relacionan con las situaciones de
insolvencia), que se han visto agravados por una más que evidente saturación de los
juzgados de lo mercantil, derivada de nuestra profunda crisis económica, y que nos obliga
a plantearnos la necesidad de contar con un procedimiento alternativo, viable y ágil, que
ayude a atenuar las consecuencias negativas que se derivan per se de estos casos2.

En la actualidad, los métodos alternativos de resolución de conflictos intersubjetivos, como
son la mediación, la conciliación y el arbitraje, vienen mostrándose como la mejor alternativa
para resolver determinados casos, alejándolos de la concepción gravosa que se deriva de
un proceso judicial3. Es en este punto, como hemos mencionado ya, donde tiene cabida la
mediación en asuntos civiles y mercantiles. Pero, por otra parte, conviene atender también
a la aplicación de este procedimiento extrajudicial en otros ámbitos específicos, como los
procesos concursales, en los cuales la idea de mediación se nos viene presentando como
una forma de atenuar las consecuencias que se asocian a todo procedimiento concursal,
procurando un acuerdo previo a la declaración judicial de concurso, bajo la figura de un
acuerdo extrajudicial de pagos, en el cual queden perfectamente definidos los intereses
del deudor y los acreedores.

Tradicionalmente, la naturaleza jurídica de la mediación nos lleva a considerarla como un
procedimiento extrajudicial voluntario, a través del cual son las propias partes las que
alcanzan un acuerdo mutuo, sin que el tercero (o mediador) imponga una solución al
conflicto (a diferencia de lo que viene sucediendo con el proceso judicial). Estos elementos
definitorios lo convierten en un sistema ideal para dirimir algunos conflictos que, de derivarse
directamente a la vía judicial, podrían agravarse, dilatándose en el tiempo, exigiéndose a
su vez una inversión económica considerable. Todo ello sin olvidar, además, que a diferencia
de lo que sucede con el proceso judicial, en la mediación se busca, por encima de todo, la
satisfacción extrajudicial de las partes en conflicto; es decir, que no haya vencedores, ni
vencidos, sino una auténtica conformidad de las partes con el acuerdo que se haya
alcanzado. Como bien se expone en el art. 1 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de Mediación
en asuntos civiles y mercantiles: “Se entiende por mediación aquel medio de solución

2 Como sostienen, entre otros, Merino Espinar, 2015.
3 Vid. San Cristóbal Reales, 2013.
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de controversias, cualquiera que sea su denominación, en que dos o más partes
intentan voluntariamente alcanzar por sí mismas un acuerdo con la intervención
de un mediador”.

La importancia de la mediación radica en la posición preferente del diálogo entre las
partes, por encima incluso de sus propios intereses particulares. A través del diálogo, los
interesados (y entendemos como tales a las partes en conflicto, ya que la palabra
“interesados” puede abarcar también a terceros, que presenten intereses económicos o
personales), han de ser capaces de llegar a un acuerdo que cierre el conflicto existente
entre ellos. Por este motivo resulta de vital importancia la consecución de un diálogo
fluido y constructivo entre las partes, y es aquí donde el rol del mediador adquiere mayor
relevancia. A ello se ha de añadir la visión positivista que adquiere el conflicto, una vez
sometido a la mediación. El conflicto en sí mismo es considerado como un instrumento
para alcanzar acuerdos que sean beneficiosos para las partes en conflicto, las cuales han
de identificar sus intereses y necesidades, para iniciar un diálogo constructivo. De este
modo, el proceso de mediación se nos presenta como una forma de cooperación entre las
partes, que han de adoptar una posición positivista de la controversia, para obtener un
resultado favorable. Para que esto sea posible, es necesario que las partes en conflicto
que acuden a la mediación, desarrollen habilidades de autocontrol de la conducta y del
lenguaje, que les permita tratar la controversia con respeto mutuo, a la par que desarrollan
una capacidad de empatía entre ellos; de hecho, únicamente así podrá garantizarse la
fluidez en las negociaciones4.

Si nos detenemos a analizar la visión más tradicional del proceso de mediación, observamos
como la Ley 5/2012, en contraposición al modelo propio de la mediación concursal (al
cual nos aproximaremos con más detalle en el siguiente apartado), presta especial atención
a la figura del mediador y su rol en el procedimiento de mediación, en el cual ha de ser
capaz de mostrar conocimientos y aptitudes propias de psicólogo. En general, la mediación
prevista para los asuntos civiles y mercantiles a la que hace referencia esta Ley 5/2012,
presenta auténticas ventajas en comparación con la opción (más gravosa sin duda) de un
proceso judicial. Sin embargo, el hecho de que nos encontremos ante un procedimiento
voluntario, representa uno de sus hándicaps más evidentes, ya que la posibilidad de someter
un conflicto a la mediación, quedará inevitablemente condicionado a la voluntad de las
propias partes. A nuestro modesto entender, y a pesar de los intentos del legislador procesal

4 Vid. Vernengo Pellejero (2014, p. 427): “Los elementos base que formarán parte del proceso son: la revalorización
(por el que se valora la capacidad y fuerza de los participantes para afrontar y tratar de solucionar el conflicto
a lo largo de todo el proceso); el reconocimiento (presta atención al momento y la condición en la que los sujetos
pueden mostrar una mayor sensibilidad a las cualidades y sentimientos comunes con la contraparte); y los ejes
metodológicos (la metodología de trabajo del propio mediador)”.
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por normalizar estas situaciones y potenciar su uso5, en realidad debería imponerse, de
forma obligada, este modelo de resolución de conflictos en determinados casos, abogando
por una solución pactada y rápida, y que, por extensión, sirva para descargar de asuntos
a unos tribunales de justicia en constante saturación.

En contraposición al modelo que nos muestra la Ley de mediación 5/2012, cuando nos
referimos al sistema de mediación concursal, observamos ciertos matices que, sin duda,
marcan la diferencia y lo convierten en un procedimiento particular, con una naturaleza
jurídica propia. Al analizar la mediación concursal, observamos como su concepción se
aleja del “auténtico” modelo de mediación que se aplica sobre los acuerdos extraprocesales,
para acercarse a una forma genuina de negociación, en la cual interviene un profesional
especializado en materia concursal, y donde se ha de negociar un acuerdo extrajudicial
de pagos, antes de que el deudor sea declarado en concurso. Así, y mientras que en la
mediación nos aguarda un procedimiento flexible y adaptable a las circunstancias de las
partes que en él intervienen, en la mediación concursal nos encontramos ante un
procedimiento autónomo, reglado, y que no obedece, en ningún caso, a la autonomía de la
voluntad de las partes, sino que se limita a la negociación sobre el acuerdo de pago al cual
se verá sometido el deudor insolvente, en caso de prosperar la propuesta presentada. Por
lo tanto, dentro de la mediación concursal no hay una controversia a resolver, sino un
mero proceso de negociación de deudas impagadas.

De este modo, la verdadera naturaleza jurídica de la mediación concursal nos lleva a
considerarlo un procedimiento especial y específico, que deja a un lado la mediación
clásica que se nos describe en la Ley 5/2012, de mediación civil y mercantil, para resolver
un único tipo de controversia, propia del ámbito concursal, y cuya finalidad básica se
centra en evitar la declaración judicial de concurso. Mas a ello dedicaremos los siguientes
apartados de este estudio.

5 En este mismo sentido, el art. 414 LEC, dispone: “Una vez contestada la demanda y, en su caso, la reconvención,
o transcurridos los plazos correspondientes, el Secretario judicial, dentro del tercer día, convocará a las partes
a una audiencia, que habrá de celebrarse en el plazo de veinte días desde la convocatoria. En esta convocatoria,
si no se hubiera realizado antes, se informará a las partes de la posibilidad de recurrir a una negociación para
intentar solucionar el conflicto, incluido el recurso a una mediación, en cuyo caso éstas indicarán en la
audiencia su decisión al respecto y las razones de la misma. La audiencia se llevará a cabo, conforme a lo
establecido en los artículos siguientes, para intentar un acuerdo o transacción de las partes que ponga fin al
proceso, examinar las cuestiones procesales que pudieran obstar a la prosecución de éste y a su terminación
mediante sentencia sobre su objeto, fijar con precisión dicho objeto y los extremos, de hecho o de derecho,
sobre los que exista controversia entre las partes y, en su caso, proponer y admitir la prueba. En atención al
objeto del proceso, el tribunal podrá invitar a las partes a que intenten un acuerdo que ponga fin al proceso,
en su caso a través de un procedimiento de mediación, instándolas a que asistan a una sesión informativa”;
por lo tanto, la opción de someter la controversia a mediación, lejos de apreciarse como un deber ante
determinados casos, se presenta como una alternativa posible, o incluso recomendable, pero no obligada.
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3 ÁMBIT O DE APLICACIÓN DE LA  MEDIACIÓN CONCURSAL  EN EL
ORDENAMIENT O JURÍDICO ESPAÑOL. DIFERENCIAS ENTRE EL
SISTEMA DE MEDIACIÓN CONCURSAL  Y EL MODELO DE
MEDIACIÓN CIVIL  Y MERCANTIL, DE LA  LEY 5/2012

Una vez analizada la naturaleza jurídica de la mediación, conviene en este punto
aproximarnos al ámbito de aplicación, del modelo de mediación civil y mercantil, de la
Ley 5/2012, así como del sistema propio de la mediación concursal de la Ley 22/2003, de
9 de julio; respecto de los cuales, y como observaremos a continuación, cabe establecer
algunas distinciones que nos aproximarán al verdadero rol de la mediación concursal en
nuestro ordenamiento jurídico.

En lo relativo a la mediación en asuntos civiles y mercantiles (Ley 5/2012, de 6 de julio),
su regulación es de aplicación tanto a conflictos nacionales como transfronterizos,
excluyéndose aquellos asuntos que no estén a disposición de las partes, de acuerdo con la
normativa aplicable. La misma Ley se encarga también de excluir de su ámbito de
aplicación, los asuntos específicos sobre mediación penal, la mediación con las
Administraciones públicas, la mediación laboral, y la mediación en materia de consumo.
En términos generales, al referirnos a la mediación regulada en la Ley 5/2012, es obligado
mencionar sus principios informadores básicos (arts. 6 a 10 LMACM); como son, su
voluntariedad, la neutralidad del mediador (en relación directa con el principio de
imparcialidad), el deber de confidencialidad y el principio de igualdad de las partes.

En lo relativo a la voluntariedad, observamos como representa uno de los principios
básicos de la mediación, ya que las partes, como verdaderas protagonistas de este
procedimiento, se someten voluntariamente a ella para acordar una solución pactada a
una controversia. No obstante, la propia Ley 5/2012, nos recuerda que nadie está obligado
a mantenerse en el procedimiento de mediación, ni tampoco a concluirlo con un acuerdo,
y ello viene a reflejar, en definitiva, el cariz voluntario de la mediación (art. 6.3 LMACM).
Cuando hacemos referencia a la neutralidad del mediador, es menester relacionarlo
con su imparcialidad a la hora de intervenir en el procedimiento (art. 7 LMACM).
Así, en el procedimiento de mediación ha de garantizarse la igualdad entre las partes,
otorgándoseles las mismas garantías ante sus posicionamientos6. La neutralidad del
mediador se relaciona de forma directa con el principio anterior, en el bien entendido
que nos hallamos ante un profesional independiente, que actúa con total imparcialidad.
El mediador no ha de presionar a las partes para que adopten un acuerdo, o influenciarlas

6 Este aspecto representa un lugar común con el principio de igualdad de armas procesales que se propugna en
nuestro Derecho procesal constitucional, respecto a los procesos judiciales.
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de algún modo para que opten por una u otra decisión, sino que ha de limitarse a dirigir
las sesiones entre ellas (tanto las individuales – o Caucus – como las celebradas en
grupo), procurando el respeto entre ellas, y el diálogo para que puedan lograr un acuerdo
que sea satisfactorio para todos. Además, se ha de garantizar la plena confidencialidad
de las sesiones y de todo lo tratado en ellas; es decir, que todo aquello que se discute en
la mediación, ha de quedar circunscrito al propio procedimiento. En esencia, nos
encontramos ante una garantía que encuentra su razón de ser en la posibilidad de que
ese mismo conflicto pueda llegar a derivar en un proceso judicial posterior, si fracasara
la mediación7.

El procedimiento de mediación descrito en la Ley de 2012, puede iniciarse, bien, de común
acuerdo entre las partes, en cuyo caso, la solicitud de mediación formulada ante el mediador
o la institución de mediación, deberá incluir la designación de un mediador o institución de
mediación que llevará el caso, así como el momento, lugar y lengua oficial en la cual se
desarrollarán las sesiones de la mediación; o bien, en cumplimiento de un pacto de
sometimiento a la mediación, suscrito entre las partes (art. 16 LMACM). Una vez recibida
esta solicitud, el mediador o institución correspondiente deberá citar a las partes a una
sesión informativa; en caso de incomparecencia injustificada de cualquiera de ellas, se
considerará que se le tiene por desistido del proceso de mediación. Las sesiones tendrán
como punto de partida una sesión constitutiva, de la cual se levantará acta (si bien, de
todas las sesiones deberá levantarse un acta, en la que quedarán plenamente reflejados
los asuntos que se han debatido en cada una de ellas), y en la que las partes deberán
expresar su intención de continuar con la mediación. Además, deberá dejarse constancia
de otros aspectos imprescindibles para el correcto desarrollo posterior de las demás sesiones
(art. 19 LMACM):

a) la identificación de las partes;
b) la designación del mediador y, en su caso, de la institución de mediación o la
aceptación de aquel que ha sido designado por una de las partes;
c) el objeto del conflicto que se somete al procedimiento de mediación;
d) el programa de actuaciones y duración máxima prevista para el desarrollo del
procedimiento, sin perjuicio de su posible modificación;
e) la información del coste de la mediación o las bases para su determinación, con
indicación separada de los honorarios del mediador y de otros posibles gastos;

7 Para una visión más completa de los principios básicos de la mediación, véase, entre otros, Vernengo Pellejero
(2014): “Mediación en asuntos civiles y mercantiles”, en: Asesoramiento y habilidades profesionales del
abogado. Especial consideración a la mediación, arbitraje y conciliación, Bosch, Barcelona, 2014.
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f) la declaración de aceptación voluntaria por las partes de la mediación y de que
asumen las obligaciones de ella derivadas;
g) el lugar de celebración de la mediación y la lengua en la cual se desarrollarán las
sesiones.

Uno de los factores más importantes de la mediación, radica en el hecho de que la propia
legislación impone la obligación de brevedad en el procedimiento, abogando por el principio
de concentración de las actuaciones, las cuales deberán desarrollarse en el menor número
posible de sesiones. En definitiva, y de acuerdo con su propia naturaleza, se procura que
la mediación resuelva los conflictos de forma efectiva y en un plazo de tiempo mucho
más breve, que aquel que se destinaría a resolver la misma cuestión en sede judicial.

El desarrollo de cada sesión es anunciada con antelación por el mediador, el cual, además,
es el encargado de dirigirlas y procurar fluidez en el diálogo que mantengan las partes.
No obstante, el hecho de iniciar la mediación no significa que la misma deba finalizar
obligatoriamente con un acuerdo, ya que no son raros los casos en los cuales las posiciones
de las partes son irreconciliables, o transcurre el tiempo previsto para la consecución del
procedimiento sin que se divise posibilidad alguna de llegar a un acuerdo entre ellas. La
conclusión del procedimiento de mediación quedará reflejada en el acta final, en la cual
se deben hacer constar los acuerdos adoptados por las partes o, por el contrario, la
finalización del procedimiento por cualquier otro motivo, que impida el acuerdo entre
ellas. Esta acta, como es lógico, deberá contar con la firma de las partes y del propio
mediador; de hecho, si alguna de las partes se niega a rubricarla, también debe especificarse
esta circunstancia. Si el proceso tiene éxito, ya sea en todas las cuestiones debatidas o
sólo en parte, los acuerdos adoptados han de incluirse en el denominado “acuerdo de
mediación” (art. 23 LMACM), en el cual constarán todos los datos identificativos de las
partes y el contenido de las obligaciones que cada una asume como consecuencia del
acuerdo consensuado entre ellas. Como resulta lógico pensar, este acuerdo es de carácter
vinculante para las partes, pudiéndose elevar a escritura pública, a modo de título ejecutivo.
La Ley reconoce además la posibilidad de impugnar este acuerdo, bajo la acción de
nulidad, y por las causas que sirven para invalidar los contratos. En general, observamos
cómo este procedimiento presenta tantas garantías como el proceso judicial, pero su
formato se nos muestra, sin duda, más ventajoso y simplificado que éste.

En contraposición con el modelo de mediación que propugna la Ley 5/2012, encontramos
el modelo de mediación concursal de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, en la cual
se recoge una visión particular del proceso de mediación, con algunos matices destacables
respecto del modelo de mediación “clásico” de la Ley 5/2012, de Mediación en asuntos
civiles y mercantiles. Entre otros aspectos conviene señalar, por una parte, que nos
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encontramos ante una institución extrajudicial, reconocida para el caso específico de los
intentos de acuerdo extrajudicial de pagos, y cuya finalidad se centra en la paralización
del proceso concursal, es decir, antes de la declaración judicial de concurso8 (procedimiento
pre-concursal). Nos encontramos, por lo tanto, ante una forma específica de mediación,
pensada para un caso concreto del tráfico jurídico, y cuyo ámbito de aplicación se nos
muestra más restringido que el procedimiento descrito en la Ley 5/2012. De hecho, cuando
nos referimos al acuerdo extrajudicial de pagos, hemos de tener en cuenta que no nos
encontramos ante una controversia susceptible de resolverse por los cauces de la mediación,
como sí sucede con los conflictos que se someten a la Ley 5/2012, de Mediación en
asuntos civiles y mercantiles, sino que se trata de una negociación para llegar a un acuerdo
de pago entre el deudor y sus acreedores. En consecuencia, la naturaleza de la controversia
que se somete a mediación difiere en ambos casos, representando otro aspecto distintivo
entre ambos modelos de mediación9.

8 En este sentido, y por una parte, el apartado 1, del art. 5 bis LC, dispone: “El deudor podrá poner en conocimiento
del juzgado competente para la declaración de su concurso que ha iniciado negociaciones para alcanzar un
acuerdo de refinanciación de los previstos en el artículo 71 bis.1 y en la Disposición adicional cuarta o para
obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio en los términos previstos en esta Ley. En el caso en
que solicite un acuerdo extrajudicial de pago, una vez que el mediador concursal propuesto acepte el cargo, el
registrador mercantil o notario al que se hubiera solicitado la designación del mediador concursal deberá
comunicar, de oficio, la apertura de las negociaciones al juzgado competente para la declaración de concurso”;
mientras que el art. 231 LC prevé, además: “1. El deudor persona natural que se encuentre en situación de
insolvencia con arreglo a lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley, o que prevea que no podrá cumplir regularmente
con sus obligaciones, podrá iniciar un procedimiento para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos con sus
acreedores, siempre que la estimación inicial del pasivo no supere los cinco millones de euros. En el caso de
deudor persona natural empresario, deberá aportarse el correspondiente balance. A los efectos de este Título se
considerarán empresarios personas naturales no solamente aquellos que tuvieran tal condición de acuerdo con
la legislación mercantil, sino aquellos que ejerzan actividades profesionales o tengan aquella consideración a los
efectos de la legislación de la Seguridad Social, así como los trabajadores autónomos. 2. También podrán instar
el mismo acuerdo cualesquiera personas jurídicas, sean o no sociedades de capital, que cumplan las siguientes
condiciones: a) Se encuentren en estado de insolvencia. b) En caso de ser declaradas en concurso, dicho
concurso no hubiere de revestir especial complejidad en los términos previstos en el artículo 190 de esta Ley. c)
Que dispongan de activos suficientes para satisfacer los gastos propios del acuerdo. 3. No podrán formular
solicitud para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos: 1.º Quienes hayan sido condenados en sentencia firme
por delito contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la Hacienda
Pública, la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores en los 10 años anteriores a la declaración
de concurso. 2.º Las personas que, dentro de los cinco últimos años, hubieran alcanzado un acuerdo extrajudicial
de pagos con los acreedores, hubieran obtenido la homologación judicial de un acuerdo de refinanciación o
hubieran sido declaradas en concurso de acreedores. El cómputo de dicho plazo comenzará a contar,
respectivamente, desde la publicación en el Registro Público Concursal de la aceptación del acuerdo extrajudicial
de pagos, de la resolución judicial que homologue el acuerdo de refinanciación o del auto que declare la
conclusión del concurso. 4. No podrán acceder al acuerdo extrajudicial de pagos quienes se encuentren negociando
con sus acreedores un acuerdo de refinanciación o cuya solicitud de concurso hubiera sido admitida a trámite.
5. Los créditos con garantía real se verán afectados por el acuerdo extrajudicial conforme a lo dispuesto por los
artículos 238 y 238 bis. Los créditos de derecho público no podrán en ningún caso verse afectados por el acuerdo
extrajudicial, aunque gocen de garantía real. No podrán acudir al procedimiento previsto en este Título las
entidades aseguradoras y reaseguradoras.”.

9 Sobre este particular, véase, por todos, Boldó Roda, 2015, p. 391 y ss.
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En lo respecta al acuerdo extrajudicial de pagos, procede recordar que supone un
mecanismo de negociación para el pago de las deudas, al que hace referencia la Ley
Concursal, y sobre el cual se dispone, de forma expresa, que el mismo ha de solicitarse
por el propio deudor que pretende alcanzar un acuerdo de pago, y que para ello solicita el
nombramiento de un mediador concursal. Esta solicitud deberá efectuarse mediante
formulario normalizado (232.2 LC), en el cual se ha de hacer constar, entre otras cosas,
un inventario con el efectivo y los activos líquidos de que dispone el deudor, los bienes y
derechos de los cuales sea titular y los ingresos regulares previstos, así como la identidad
del cónyuge, cuando el deudor fuere persona casada en régimen de gananciales10.

Una vez nombrado el mediador concursal, y habiendo aceptado éste el cargo, deberá
convocar al deudor y a los acreedores, en los diez días siguientes a la aceptación, a una
reunión que deberá celebrarse dentro de los dos meses siguientes. Esta reunión será
convocada mediante conducto notarial y tendrá lugar en la localidad donde radique el

10 Art. 232 LC: “1. El deudor que pretenda alcanzar con sus acreedores un acuerdo extrajudicial de pagos
solicitará el nombramiento de un mediador concursal. Si el deudor fuere persona jurídica, será competente
para decidir sobre la solicitud el órgano de administración o el liquidador. 2. La solicitud se hará mediante
formulario normalizado suscrito por el deudor e incluirá un inventario con el efectivo y los activos líquidos de
que dispone, los bienes y derechos de que sea titular y los ingresos regulares previstos. Se acompañará
también de una lista de acreedores, especificando su identidad, domicilio y dirección electrónica, con expresión
de la cuantía y vencimiento de los respectivos créditos, en la que se incluirán una relación de los contratos
vigentes y una relación de gastos mensuales previstos. Lo dispuesto en el artículo 164.2.2.º será de aplicación,
en caso de concurso consecutivo, a la solicitud de acuerdo extrajudicial de pagos. El contenido de los
formularios normalizados de solicitud, de inventario y de lista de acreedores, se determinará mediante orden
del Ministerio de Justicia. Esta lista de acreedores también comprenderá a los titulares de préstamos o créditos
con garantía real o de derecho público sin perjuicio de que puedan no verse afectados por el acuerdo. Para
la valoración de los préstamos o créditos con garantía real se estará a lo dispuesto en el artículo 94.5. Si el
deudor fuere persona casada, salvo que se encuentre en régimen de separación de bienes, indicará la
identidad del cónyuge, con expresión del régimen económico del matrimonio, y si estuviera legalmente
obligado a la llevanza de contabilidad, acompañará asimismo las cuentas anuales correspondientes a los tres
últimos ejercicios. Cuando los cónyuges sean propietarios de la vivienda familiar y pueda verse afectada por
el acuerdo extrajudicial de pagos, la solicitud de acuerdo extrajudicial debe realizarse necesariamente por
ambos cónyuges, o por uno con el consentimiento del otro. 3. En caso de que los deudores sean empresarios
o entidades inscribibles, se solicitará la designación del mediador al Registrador Mercantil correspondiente al
domicilio del deudor mediante instancia que podrá ser cursada telemáticamente, el cual procederá a la
apertura de la hoja correspondiente, en caso de no figurar inscrito. En los demás casos, se solicitará la
designación al notario del domicilio del deudor. En el caso de personas jurídicas o de persona natural
empresario, la solicitud también podrá dirigirse a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y
Navegación cuando hayan asumido funciones de mediación de conformidad con su normativa específica y a
la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España. El receptor de la solicitud
comprobará el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 231, los datos y la documentación
aportados por el deudor. Si estimara que la solicitud o la documentación adjunta adolecen de algún defecto
o que esta es insuficiente para acreditar el cumplimiento de los requisitos legales para iniciar un acuerdo
extrajudicial de pagos, señalará al solicitante un único plazo de subsanación, que no podrá exceder de cinco
días. La solicitud se inadmitirá cuando el deudor no justifique el cumplimiento de los requisitos legalmente
exigidos para solicitar la iniciación del acuerdo extrajudicial, pudiendo presentarse una nueva solicitud
cuando concurriesen o pudiera acreditarse la concurrencia de dichos requisitos”.
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domicilio del deudor; una circunstancia que refleja otra de las diferencias más evidentes
con el sistema de mediación de la Ley 5/2012, ya que en aquel caso eran las propias
partes las que acordaban el lugar, tiempo y lengua oficial en la cual se debían realizar las
sesiones del procedimiento de mediación, en el mismo momento de presentar la solicitud,
o en el acuerdo de sometimiento a la mediación, suscrito previamente por éstas. El hecho
que, en la mediación concursal, el lugar de celebración venga determinado por el domicilio
del deudor, nos lleva a considerar que, posiblemente, el legislador ha pretendido facilitar la
movilidad de aquel que ostenta la posición débil en el procedimiento.

Una vez recibida la convocatoria de reunión, los acreedores deberán comunicarlo al
mediador, de forma expresa, en el plazo máximo de un mes. La posibilidad de negociar un
acuerdo extrajudicial, pasa por la presentación de un plan de pagos de los créditos
pendientes, que el mediador concursal deberá hacer llegar a los acreedores, previo
consentimiento del deudor (art. 236 LC). Llama la atención que sea el propio mediador
quien propone y presenta el plan de pagos; sobre todo teniendo en cuenta que la propia
redacción del art. 236 LC, induce a error en este sentido, al no especificarse realmente
quien presenta esta propuesta de pago, limitándose a decir que “el mediador concursal
remitirá a los acreedores, con consentimiento del deudor, un plan de pagos de los
créditos pendientes de pago a la fecha de la solicitud”. Con independencia de ello, y
de las posibles interpretaciones que pueden surgir de su redacción, en la práctica, es la
versión literal la que parece haberse impuesto; por lo que será el propio mediador quien
elabora el plan de pago extrajudicial. De este modo, observamos como el rol de este
mediador concursal no sólo se limita a intervenir a modo de tercero imparcial, como se
espera de un mediador propiamente dicho, y cuya función principal se orienta a la
organización y dirección de las sesiones de mediación, en las cuales ha de procurar la
consecución del diálogo entre las partes; sino que, en lo que respecta a los acuerdos
extrajudiciales de pago, será el encargado, motu proprio, de comprobar la existencia de
las deudas pendientes del deudor concursal y presentar el plan de pagos en torno al cual
girará la negociación entre las partes. Por consiguiente, en lugar de mostrarse como una
persona ajena al conflicto, este mediador concursal va un paso más allá y se dedica a
intervenir de forma directa en los acuerdos de pago entre el deudor y los acreedores; una
función que lo aleja de la imagen propia del mediador.

Al hablar del plan de pagos al cual alude la legislación concursal, se ha de tener en cuenta
que el mismo ha de contener, asimismo, un plan de viabilidad, además de una propuesta
de cumplimiento regular de las obligaciones, que podrá incluir una previsión de pago de
alimentos para el deudor y su familia; y otro plan complementario para la continuación de
la actividad empresarial, que el deudor estuviera desarrollando hasta ese momento. Esta
previsión se orienta, en definitiva, a la consecución de la actividad empresarial; un aspecto
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de vital importancia en el dilatado clima de crisis económica al cual se ha visto sometida
nuestra sociedad actual. El plan de pagos, además, ha de ir acompañado de una propuesta
de negociación de las condiciones contractuales de los créditos y préstamos. Esta propuesta
también puede consistir en una cesión de bienes a favor de los acreedores, a modo de
pago de las deudas contraídas frente a éstos, aunque en este caso se requerirá de aprobación
por parte de los acreedores que representen un mínimo del 75% del pasivo, y del acreedor
que tenga constituida garantía real sobre estos bienes a su favor. Una vez presentada, los
acreedores dispondrán de un plazo de diez días para presentar sus proposiciones de
modificación sobre la propuesta de acuerdo, o su versión alternativa de la misma.
Transcurridos estos diez días, el propio mediador es el encargado de remitir a los acreedores
el plan de pago definitivo que ha sido aceptado por el deudor. Si por contra, en ese plazo
de diez días, los acreedores que representan la mayoría del pasivo que pudiera verse
afectado por el acuerdo, deciden suspender las negociaciones, el mediador concursal
deberá solicitar la declaración de concurso de forma inmediata.

Observamos, por lo tanto, como en sede de mediación concursal, las “clásicas” sesiones
de mediación adquieren un cariz distinto, al quedar relegadas a una mera negociación
sobre la deuda pendiente y sus condiciones de pago. Unos aspectos puramente económicos
que, lógicamente, se distancian del perfil de la mediación que proclama la Ley 5/2012, en
el cual suele prestarse una especial atención a la situación personal de las partes, haciendo
especial hincapié a su perfil psicológico; de ahí que los mediadores, en este caso en
particular, sean especialistas con conocimientos en psicología, o profesionales dedicados
al Trabajo social. En la Ley Concursal, por su parte, lo más cercano a esta concepción de
la mediación viene representado por la posibilidad de prever una reserva, dentro del plan
de pagos, dedicada a cubrir los alimentos del deudor y su familia; teniendo en cuenta que
la situación de insolvencia no sólo presenta consecuencias negativas sobre la persona del
deudor, o los acreedores, sino que también repercute de forma muy directa en la situación
de estos terceros vinculados por relación afectiva con el deudor.

El procedimiento de mediación prevé que, una vez convocados, los acreedores estarán
obligados a asistir a la reunión, a salvo de los casos en los cuales hubiesen manifestado su
aprobación u oposición a la propuesta de acuerdo, dentro de los diez días anteriores a la
celebración de la reunión (art. 237 LC). Para considerar aceptado el acuerdo extrajudicial
de pagos que ha sido propuesto, los incisos 1 y 2, del art. 238 LC (incisos 1.º y 2.º)
disponen:

1. Para que el acuerdo extrajudicial de pagos se considere aceptado, serán
necesarias las siguientes mayorías, calculadas sobre la totalidad del pasivo
que pueda resultar afectado por el acuerdo:
a) Si hubiera votado a favor del mismo el 60 por ciento del pasivo que pudiera
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verse afectado por el acuerdo extrajudicial de pagos, los acreedores cuyos
créditos no gocen de garantía real o por la parte de los créditos que exceda
del valor de la garantía real, quedarán sometidos a las esperas, ya sean de
principal, de intereses o de cualquier otra cantidad adeudada, con un plazo
no superior a cinco años, a quitas no superiores al 25 por ciento del importe
de los créditos, o a la conversión de deuda en préstamos participativos
durante el mismo plazo.
b) Si hubiera votado a favor del mismo el 75 por ciento del pasivo que
pudiera verse afectado por el acuerdo extrajudicial de pagos, los acreedores
cuyos créditos no gocen de garantía real o por la parte de los créditos que
exceda del valor de la garantía real, quedarán sometidos a las esperas con un
plazo de cinco años o más, pero en ningún caso superior a diez, a quitas
superiores al 25 por ciento del importe de los créditos, y a las demás medidas
previstas en el artículo 236.
2. Si la propuesta fuera aceptada por los acreedores, el acuerdo se elevará
inmediatamente a escritura pública, que cerrará el expediente que el notario
hubiera abierto. Para los abiertos por el registrador mercantil o la Cámara
Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, se presentará ante el
Registro Mercantil copia de la escritura para que el registrador pueda cerrar
el expediente. Por el notario, el registrador o la Cámara Oficial de Comercio,
Industria, Servicios y Navegación se comunicará el cierre del expediente al
juzgado que hubiera de tramitar el concurso. Igualmente se dará cuenta del
hecho por certificación o copia remitidas a los registros públicos de bienes
competentes para la cancelación de las anotaciones practicadas. Asimismo,
publicará la existencia del acuerdo en el Registro Público Concursal por
medio de un anuncio que contendrá los datos que identifiquen al deudor,
incluyendo su Número de Identificación Fiscal, el registrador o notario
competente o la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y
Navegación, el número de expediente de nombramiento del mediador, el
nombre del mediador concursal, incluyendo su Número de Identificación
Fiscal, y la indicación de que el expediente está a disposición de los acreedores
interesados en el Registro Mercantil, Notaría o Cámara Oficial de Comercio,
Industria, Servicios y Navegación correspondiente para la publicidad de su

contenido.

Por contra, si el plan es rechazado, y el deudor continúa en situación de insolvencia, el
mediador concursal deberá solicitar, de forma inmediata, la declaración de concurso ante
el juez competente. La Ley reconoce, además, la posibilidad de impugnar el acuerdo
cuando algún acreedor no hubiese sido convocado, o no hubiera votado a favor del acuerdo
y este hubiese sido aprobado tras alcanzarse el porcentaje legal de votos necesarios; así
como en los casos en los que el acreedor se opone en los términos establecidos en el art.
237.1 LC11. Cabe destacar, además, que otra de las facultades que la Ley otorga al

11 Nos encontramos, por lo tanto, ante el caso concreto en el cual el acreedor que hubiera recibido la convocatoria
de reunión, decidiese no asistir o no manifestase su aprobación u oposición dentro de los diez días naturales
anteriores a la celebración de la misma; en este caso, esos créditos se calificarán como subordinados en el caso
que fracase la negociación y se declare el concurso de acreedores del deudor.
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mediador concursal, es la de supervisor encargado de verificar el cumplimiento efectivo
del acuerdo, una vez adoptado; ya que, en caso de incumplimiento, deberá instar la
declaración judicial de concurso del deudor insolvente. Este extremo sugiere, nuevamente,
su intervención directa en el conflicto, para derivar la cuestión a la vía judicial, cuando
proceda. Desde este punto de vista, las partes parecen ostentar un tímido papel en las
negociaciones, en contra de lo que sucede en la mediación de la Ley 5/2012; en la cual
son éstas las que representan el papel principal a lo largo de todo el procedimiento. De
este modo, y en lo que respecta a la mediación concursal, nos encontramos ante un
procedimiento eminentemente reglado, en el cual la posición fuerte parece recaer sobre
el propio mediador, el cual ostenta la posición de negociador sobre el plan de pagos
presentado, dejando en un segundo plano la presencia de las partes en conflicto.

4 EL MEDIADOR Y SU ROL EN EL PROCESO DE MEDIACIÓN

Al hablar de la mediación, en general, resulta imprescindible hacer referencia a los sujetos
que en ella intervienen y que no sólo vienen representados por aquellos que acuden a este
procedimiento para hacer valer sus intereses (las partes en conflicto), sino que también,
y muy especialmente, procede destacar el rol del mediador, como garante de las reglas y
principios que rigen este proceso.

Por una parte, cuando nos referimos a la figura del mediador que nos describe la Ley 5/
2012, debemos tener en cuenta es que no se trata de una persona semejante al Juez o
al Árbitro, sino que su tarea se circunscribe, básicamente, en procurar el respeto entre
las partes y en intentar que éstas lleguen a un acuerdo sin intervenir activamente en las
decisiones que decidan adoptar12. Aquí, el mediador se nos muestra como una persona
absolutamente imparcial, sin ningún interés en el conflicto que se le presenta, pero
sujeto a un sistema de deberes y responsabilidades que ha de cumplir. El mediador
descrito en esta Ley 5/2012, puede ser una persona natural o jurídica (aunque en los
casos en los que interviene una persona jurídica, se ha de designar a un mediador
persona natural, que reúna los requisitos que establece la Ley). Para ejercer sus
funciones, es necesario que el mediador acredite méritos académicos que confirmen
sus conocimientos en mediación. Es decir, que la persona susceptible de ser designada
como mediadora, ha de tener titulación oficial universitaria o de formación profesional
superior; además de contar con formación específica que le permita ejercer como
mediador, y que, en la práctica, se traduce, generalmente, en formación superior

12 No obstante, y como veremos a continuación, existen algunas excepciones a esta regla general, como es el caso
del mediador concursal, cuya figura parece perder parte de su imparcialidad, asemejándolo a otras figuras como
el árbitro.
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acreditable (como bien puede ser un máster o posgrado especializado en mediación y
métodos alternativos de resolución de conflictos)13. El hecho de ejercer la función de
mediador exige, como también sucede con la profesión de abogado, de la suscripción
de un seguro de responsabilidad civil, para hacer frente a las posibles responsabilidades
en las que incurra el mediador en el ejercicio de sus funciones.

Como ya hemos mencionado, las tareas del mediador de la Ley 5/2012, se circunscriben,
básicamente, a procurar el acuerdo entre las partes, sin intervenir en las decisiones que
éstos adopten. De este modo, el mediador ha de dedicarse a facilitar la comunicación
entre las partes en conflicto, velando además porque dispongan del asesoramiento y la
información suficientes sobre el tema. En esencia, ello supone su forma de ayudar al
éxito del procedimiento, ya que su conducta deberá ser activa en todo momento,
procurando el acercamiento de las partes, pero sin influenciar sobre su toma de
decisiones. La Ley le reconoce, además, la posibilidad de renunciar a su cargo (art.
13.4 LMACM), siempre que entregue un acta a las partes, en la cual conste su renuncia
y los motivos que le han llevado a tomar esta decisión (como pueden ser los casos en
los que se aprecien circunstancias que afectan a su imparcialidad como mediador). De
hecho, se le viene exigiendo que revele cualquier circunstancia que le impida acometer
la tarea que le ha sido encomendad, en cumplimiento del deber de independencia en
sus actuaciones. En lo relativo a la responsabilidad del mediador, esta circunstancia
descansa en el hecho de que el mediador está obligado al cumplimiento del encargo
que se le ha encomendado, y que no es otro que el de ejercer su tarea de mediador con
total independencia, imparcialidad y neutralidad, pudiendo incurrir en responsabilidad
por los daños y perjuicios causados en caso de no obrar así. En este sentido, la Ley 5/
2012 reconoce al perjudicado el derecho de interponer acción directa contra el mediador
y, si procede, contra la institución de mediación, por el nombramiento de ese mediador,
o por el incumplimiento de sus obligaciones; y sin perjuicio del derecho de repetición
que asiste a esta institución frente al mediador persona natural por sus actuaciones
(art. 14 LMACM).

En definitiva, y como podemos observar, nos encontramos ante un cargo completamente
imparcial, aunque más cercano al conflicto de las partes, que aquella que podemos observar
cuando la controversia se deriva a un Tribunal de Justicia; y ello es debido, principalmente,
a que la propia naturaleza de este procedimiento extrajudicial así lo prevé.

13 Es menester puntualizar que no nos encontramos ante una profesión exenta de control o cuya formación quede
al libre albedrío de los centros de formación, sino que estas enseñanzas regladas presentan un cierto control por
parte del Ministerio de Justicia y de las Administraciones Públicas (art. 12 LMACM).
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Mención aparte merece el caso concreto del mediador concursal, ya que en este caso
en particular la figura del mediador parece extenderse más allá de las funciones propias
de este cargo, no sólo por su intervención durante el proceso concursal, en el cual incluso
es el encargado de presentar el plan de pagos que centrará las negociaciones entre las
partes, sino porque también puede ser nombrado administrador concursal cuando la
mediación no prospere. Este hecho añade una cierta complejidad a la definición de
mediador, pues la naturaleza jurídica que ostenta en este caso en particular, lo aleja del
concepto clásico de mediador14.

Cuando nos referimos al mediador concursal, hemos de tener en cuenta que se trata de
un cargo pensado para una situación muy concreta (el proceso concursal), y cuya presencia
se circunscribe, como hemos puntualizado anteriormente, a los casos de acuerdo
extrajudicial de pagos. Si bien el mediador concursal presenta similitudes con la figura
que describe la Ley 5/2012 (como su deber de guardar confidencialidad de la información
conocida durante el procedimiento de mediación), en otros aspectos su figura resulta más
discutible15; como lo demuestra el hecho de que el propio mediador puede pasar a ejercer
otras funciones impropias de la mediación como tal, pudiendo así ostentar el cargo de
administrador concursal si las negociaciones no prosperan y se declara el concurso
consecutivo. El hecho de que una misma persona sea capaz de ostentar dos cargos
distintos sobre el mismo asunto, parece alejarse de la necesidad de independencia y
confidencialidad que se espera, necesariamente, de un mediador.

Por más que el legislador haya optado por considerarlo la persona más idónea para
gestionar a posteriori ese mismo caso tras la declaración de concurso consecutivo,
debido a los conocimientos que ha adquirido durante el proceso de mediación, no parece
adecuado derivar esa tarea en la misma persona que, en teoría, debiera permanecer
ajena a la situación del insolvente y sus acreedores, una vez finalizado su rol como mediador
(como sí sucede con la situación del mediador para asuntos civiles y mercantiles, que nos
describe la Ley 5/2012). El hecho de nombrar al mismo mediador como administrador
concursal, excede de las tareas que le han sido encomendadas, tomando parte en un
procedimiento posterior, en el cual, y ateniéndonos a la definición y funciones propias de
un mediador independiente, ya no debería intervenir (arts. 242 LC). Por este motivo,
algunos juristas consideran que, en realidad, no nos encontramos ante un auténtico
mediador, sino ante una concepción totalmente distinta, con funciones propias, que lo

14 No han faltado autores que han considerado que, en este caso concreto, la figura del mediador queda
“distorsionada”; en concreto, Castillejo Manzanares, 2013, p. 33.

15 Véanse, entre otros, Casanueva Tomás, 2014; Orozco Barquín, 2015, p. 66-67; Tallens Seguí, 2014, p. 328.
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alejan de la definición de mediador16, y lo acercan a la del negociador. De hecho, y de
acuerdo con el art. 242.2.2.ª LC, en el concurso consecutivo dejará de regir el principio
de confidencialidad para el mediador concursal que continúe con las funciones de
administrador concursal que le han sido asignadas.

En otro orden de las cosas, a parte de la controversia que se suscita en torno a las
funciones propias del mediador concursal, conviene destacar que otro de sus matices
distintivos, guarda relación con su formación específica para el cargo que le ha sido
encomendado. Desde esta perspectiva, y en lo relativo a los requisitos para ser nombrado
mediador concursal, la Ley exige que éstos reúnan las condiciones establecidas en la Ley
5/2012, y además que, o bien ostenten la condición de abogado en ejercicio con más de
cinco años en el ejercicio de la profesión; o bien, acrediten formación especializada en
materia concursal; o que sean economistas, titulados mercantiles o auditores de cuentas
con más de cinco años de experiencia profesional y especializados en procedimientos
concursales17. Cabe observar que del mismo modo que sucede en la mediación sobre
otros asuntos, en la mediación concursal también se exige una formación específica y
amplia sobre esta materia en concreto, para garantizar así la profesionalidad del mediador
que ha de intervenir en el procedimiento y, por extensión, para ganar la confianza de las
personas que se someten voluntariamente a ella. Pero en el caso del mediador concursal,
la faceta de “psicólogo” que se espera de un mediador propiamente dicho, se deja a un
lado, para atender a la vertiente puramente económica que se deriva irremediablemente,
de un proceso de estas características.

16 Como bien sostiene Merino Espinar (2015, p. 182-183): “Si analizamos el contenido de su función, fácilmente
concluiremos que este nuevo ‘mediador’, poco tiene en común con el papel de mediador, entendido este con
los requisitos de la Ley 5/2012, sometido al código de conducta europeo para mediadores. El mediador en
sentido estricto solo tiene encomendada la función asesora de las partes, ayudándoles a encontrar una
solución dialogada y voluntariamente querida por ellas, sin que pueda decidir sobre la cuestión, rigiéndose
por los principios de neutralidad, imparcialidad, voluntariedad, confidencialidad, eficacia, buena fe y
transparencia. Atendiendo al cometido y facultades del mediador concursal, resulta evidente que no encaja
con este concepto. Nos encontramos ante una figura nueva, híbrida entre el mediador y el árbitro”.

17 De acuerdo con la Ley Concursal, una vez nombrado el mediador concursal, el registrador mercantil o el notario,
comunica el nombramiento, mediante certificación o copia remitida a los registros públicos competentes, para
que realicen una anotación preventiva en la correspondiente hoja registral (art. 233.3 LC). Por su parte, el
registrador deberá comunicar de oficio la apertura de las negociaciones de pago extrajudicial al juez que ostente
la competencia para declarar el concurso de acreedores, a la par que ordena la publicación del nombramiento y
las negociaciones en el Registro Público Concursal. En lo relativo a las comunicaciones, la Ley Concursal
también exige que el registrador o el notario realicen la preceptiva comunicación de esa situación a la Agencia
Tributaria y a la Tesorería General de la Seguridad Social, con independencia de que sean acreedores del deudor.
En esa comunicación, se han de hacer constar los datos identificativos completos de ese deudor y del mediador.
De igual modo, se comunicará el nombramiento al representante de los trabajadores, cuando lo haya, otorgándoles
así su derecho a personarse como parte en el procedimiento.

VERNENGO PELLEJERO, N. C. Aproximación al Proceso de Mediación Concursal



Revista Brasileira de Estudos Jurídicos v. 12, n. 1, jan./jun. 2017136

Una vez que el mediador concursal ha aceptado el cargo, recordemos que entre las
funciones que la Ley Concursal le otorga, también está la de comprobar la existencia y
cuantía de los créditos que se reclaman, convocando a una reunión al deudor y a los
acreedores que figuren en la lista presentada por el propio deudor, y que puedan resultar
afectados por el acuerdo que se adopte en sede de mediación18. Esta tarea refleja otra de
las diferencias más destacables entre el mediador civil y el concursal, ya que es el propio
mediador quien comprueba la existencia de las deudas reclamadas, que serán objeto de
negociación en el ulterior proceso de mediación. De este modo, el mediador, y posible
administrador concursal, conocerá en primera persona la situación económica del
empresario insolvente, renegociando por éste el pago de las deudas pendientes frente a
sus acreedores concursales.

En conclusión, y analizando el proceso específico de mediación concursal, observamos
como el mismo se nos presenta desde un trasfondo eminentemente económico, que obliga
al mediador concursal a tener más conocimientos de economía y gestión empresarial, que
de cualquier otras especialidad propia de un mediador que ha de procurar mantener, por
encima de todo, el diálogo fluido y respetuoso entre las partes en conflicto19. Desde
nuestro punto de vista, la figura del mediador, tanto del que recoge la Ley 5/2012, como el
propio de la legislación concursal, presenta, como característica común, su intervención a
modo de garante de las negociaciones extraprocesales entre las partes, las cuales han de
ser capaces de adoptar un acuerdo que sirva para cerrar la controversia que les ha
llevado a esa situación. Sin embargo, no conviene obviar, no obstante, que desde la
perspectiva de la mediación concursal, el perfil del mediador no parece responder a la
idea preconcebida que encontramos en la ley 5/2012, sobre el mediador civil y mercantil,
al presentar funciones y conocimientos propios de un negociador o intermediario del
sector empresarial o bancario.

5 CONSIDERACIONES FINALES

La naturaleza de la mediación se nos viene mostrando de forma muy distinta a la hora de
analizarla desde la perspectiva propia de la mediación civil y mercantil de la Ley 5/2012,
de 6 de julio, y desde el punto de vista de la mediación concursal, de la Ley 22/2003, de 9
de julio. Mientras la mediación en el ámbito civil y mercantil de la Ley 5/2012, viene
representada a modo de un proceso extrajudicial de resolución de conflictos intersubjetivos

18 En cualquier caso, es menester matizar que la Ley excluye de esta reunión a los acreedores de Derecho público.
19 En este sentido, y a diferencia del mediador concursal, hemos podido observar como el mediador civil presentaba

un perfil más cercano a un psicólogo, lo que le permitía analizar la conducta de las personas que se sometían a
la mediación y, por extensión, las técnicas óptimas para procurar el diálogo entre ellas, en igualdad de condiciones.
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en distintas materias propias de estas ramas del Derecho; permitiendo así someter a ella
un gran número de controversias sobre temas diversos, y en el cual adquiere mayor
relevancia la negociación de las partes a lo largo de las sesiones, y el rol independiente del
mediador (el cual no tiene influencia sobre los acuerdos que las partes adoptan); en la
mediación concursal, por el contrario, la materia susceptible de someterse a ella se limita
a los acuerdos extrajudiciales de pago, en un momento previo a la declaración judicial del
concurso. A ello cabe añadir el rol particular del mediador concursal, como nos los demuestra
el hecho de que sea precisamente él quien ha de presentar la propuesta de pago a las
partes que se someten a la mediación (art. 236 LC).

En consecuencia, podemos afirmar que, en realidad, la mediación concursal se encuentra
alejada de la idea de mediación propiamente dicha, pasando a representar una suerte de
negociación extrajudicial de pagos, en la cual ese “mediador-negociador” adquiere un rol
activo en las negociaciones, para procurar un acuerdo extrajudicial que evite las
consecuencias que se derivarían de la declaración judicial de concurso. Sin embargo, no
podemos obviar que, a pesar de sus remarcables diferencias, la finalidad de la mediación
concursal presenta caracteres comunes con la mediación propia de los asuntos civiles y
mercantiles, ya que por encima de todo, el legislador ha buscado la simplificación del
procedimiento y la rápida resolución del conflicto, procurando una solución rápida, a modo
de pacto resolutorio de la controversia. Esta simplificación procedimental es, en definitiva,
la quintaesencia de todo proceso de mediación.
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